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           SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA 

Magistrado: Jaime Alberto Saraza Naranjo

Pereira, junio veinticuatro de dos mil dieciséis
Expediente 66001-31-03-004-2016-00033-02
Acta N° 297 de junio 24 de 2016
Procede la Sala a decidir la impugnación frente a la sentencia dictada el 10 de mayo del año que avanza, por el Juzgado Cuarto Civil del Circuito de esta ciudad, interpuesta por la Unidad Administrativa Especial de Gestión Pensional y Contribuciones Parafiscales de la Protección Social UGPP, en esta acción de tutela que Elizabeth Torres González, inició contra la Subdirección de Determinación de Derechos Pensionales, y a la que fue vinculada la Subdirección de Nómina de Pensionados de la misma entidad.
ANTECEDENTES

Con el fin de lograr la protección de sus derechos fundamentales “DE PETICIÓN, A LA SEGURIDAD SOCIAL, A LA EDUCACIÓN, A LA IGUALDAD, A LA VIDA EN CONDICIONES DIGNAS Y JUSTAS”, Elizabeth Torres González, actuando en su propio nombre, presentó esta demanda contra la subdirectora de Determinación de Derechos Pensionales de la Unidad Administrativa Especial de Gestión Pensional y Contribuciones Parafiscales de la Protección Social UGPP, para que se le ordene resolver de fondo, “SOBRE EL RECONOCIMIENTO Y PAGO DE LAS MESADAS Y DEMÁS PRESTACIONES PENSIONALES” en cumplimiento del contenido de la Resolución RDP 039642 del 28 de septiembre de 2015, expedida por dicha unidad, por medio de la cual se le concede el derecho al disfrute de la sustitución pensional en su calidad de hija mayor incapacitada por estudios, del causante pensionado Fabio Torres Calle, en un porcentaje del 50%, con efectos fiscales a partir del 10 de septiembre de 2013 y hasta el 29 de mayo de 2019, fecha en la que cumple 25 años de edad.
Expuso que el Seguro Social, hoy UGPP, le reconoció a su padre Fabio Torres Calle, una pensión de jubilación a partir del 1º de noviembre de 1990; luego, mediante resolución del 5 de mayo de 2015 se le reconoció la respectiva sustitución pensional en un 50%, en su calidad de hija mayor incapacitada por estudios, con efectos a partir de la inclusión en nómina de ese acto. El 8 de septiembre siguiente, con Resolución RDP 039642 del 28 de septiembre de 2015, se modificó el anterior acto administrativo para disponer que el disfrute de la pensión sería a partir del 10 de septiembre de 2013, día siguiente al fallecimiento del inicial beneficiario; en la actualidad cursa estudios de pregrado en el programa de Ingeniería Industrial de la Universidad Tecnológica de Pereira, pero la tramitología, dilación y yerros administrativos afectan su condición de estudiante, a pesar de cumplir con los requisitos exigidos.
El Juzgado admitió la acción y dispuso la vinculación del Director de Servicios Integrados de la unidad accionada. El Subdirector Jurídico Pensional se pronunció sobre los actos relacionados con el reconocimiento pensional de la actora; adujo que ella adquirió su mayoría de edad  el 30 de mayo de 2012, por lo que para la fecha desde la cual se dispuso el beneficio, esto es, el 10 de septiembre de 2013, ya tenía la obligación de presentar el respectivo certificado de estudios, dada su calidad de hija mayor incapacitada por tal concepto, lo que cumplió en relación con el segundo periodo del año 2015 y, en consecuencia, en el mes de febrero de 2016, correspondiente al lapso comprendido entre el 1º de julio al 31 de diciembre de 2015, se efectuó el pago por la suma de $2’090.149,48, lo que se hace por parte del FOPEP, acorde con el cronograma establecido para ello, en donde ya se encuentran señaladas las fechas de pago para el segundo semestre del presente año, pero sucede que verificadas las diferentes bases de datos de esa Unidad, se evidencia que a la fecha la accionante no ha presentado ninguna otra certificación de escolaridad que pruebe su condición como se exige en la Ley 1574 de 2012. Agregó que existe un hecho superado por el pago ya efectuado y se debe declarar la improcedencia de la acción, además de conminar a la interesada para que presente los certificados respectivos.

Previa declaratoria de nulidad por parte de esta Sala, se citó al asunto a la Subdirección de Nómina de Pensionados y sobrevino la sentencia del 10 de mayo que amparó el derecho fundamental de petición y ordenó a la Subdirectora de Determinación de Derechos Pensionales de la UGPP, “resolver de fondo la petición elevada por la señorita Elizabeth Torres González, relativa a la inclusión en nómina de su pensión de sobreviviente número RDP 17418, fechada en mayo cinco de dos mil quince”. Para así resolver, se dijo que pese a la emisión del acto administrativo de reconocimiento pensional por parte de la accionada, ningún pronunciamiento se hizo en torno a la inclusión en nómina, con lo que se superó el término legal para ello. 

Con posterioridad, se pronunció de nuevo el subdirector jurídico pensional, con similares argumentos a los ya presentados y, adicionalmente, indicó que la actora aportó certificado de escolaridad para el primer periodo del año 2015, comprendido entre el 01 de enero y el 30 de junio, por lo que se evidenció pago por valor de $2’090.149,48; que igualmente aportó el certificado de estudios correspondiente al primer periodo del año escolar 2016 y de él se procedió a realizar, entonces, la proyección, liquidación y reporte ante el Consorcio FOPEP, para que su pago sea previsto para el mes de mayo de 2016, por el periodo que corre entre el 01 de enero y el 30 de junio de este mismo año, por un valor de $1’250.862,61, quedando activa en nómina hasta el mes de junio.
La decisión del juzgado dejó inconforme a la accionada que la impugnó con los mismos argumentos a los que se hizo referencia luego de proferido el fallo de primero grado, por lo que solicitó su revocatoria. 
CONSIDERACIONES

La acción de tutela fue concebida como un mecanismo ágil y expedito, que le permite a toda persona reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, la protección de sus derechos fundamentales, cuando quiera que ellos resulten violados o amenazados por la acción o la omisión de una autoridad pública y, en determinados casos, por particulares.

    


 
En uso de tan especial herramienta, Elizabeth Torres González, acudió en procura del amparo de los derechos fundamentales arriba señalados, que halló lesionados por parte de la Subdirección de Determinación de Derechos Pensionales de la UAE de Gestión Pensional y Contribuciones Parafiscales de la Protección Social UGPP,  y que el despacho centró en el de petición que, en últimas amparó, por cuanto ningún pronunciamiento se había obtenido con el fin de obtener la inclusión en nómina como beneficiaria de la pensión sustitución de su padre. 
La Sala no comparte esa decisión. Aunque la falta de una respuesta oportuna, clara y de fondo a una solicitud que se eleve ante las autoridades o frente a algunos particulares, genera la trasgresión al del derecho de petición, que tiene como norte que se brinde la contestación respectiva, sin que la misma tenga que ser favorable, pero sí clara y completa respecto de lo que se pide, y se le dé a conocer al interesado, pues de lo contrario ningún efecto surtiría, el presente caso reviste una particularidad. 
En efecto, la demandante deprecó una respuesta de fondo sobre el reconocimiento y pago de las mesadas y demás prestaciones sociales con las que fue favorecida mediante la expedición de la Resolución No. RDP 039642 del 28 de septiembre de 2015 expedida por la UGPP. Sobre su reclamo, informó la entidad accionada que el pago de rigor se evidenció en febrero del presente año para el primer semestre del año 2015, al haberse aportado el certificado de escolaridad pertinente y necesario para ese trámite, lo que no ocurrió para el primer periodo del año 2016, como quiera que la interesada no arrimó el documento respectivo, siguiendo lo prevenido en la Ley 1574 del 2 de agosto 2012, “Por la cual se regula la condición de estudiante para el reconocimiento de la pensión de sobreviviente”. Prevé el artículo 2º de esa disposición:

  


De la condición de estudiante. Para efectos del reconocimiento de la pensión de sobreviviente en los hijos del causante que tengan la calidad de estudiantes enmarcados en el artículo anterior, se deberán acreditar los siguientes requisitos: Certificación expedida por el establecimiento de educación formal de preescolar, básica, media o superior, autorizado por el Ministerio de Educación Nacional para el caso de las instituciones de educación superior y por las Secretarías de Educación de las entidades territoriales certificadas para el caso de los establecimientos de educación preescolar, básica y media, donde se cursen los respectivos estudios, en la cual conste que el estudiante cumplió con la dedicación a las actividades académicas curriculares con una intensidad académica no inferior a veinte (20) horas semanales. 
En casos como este, la carga es compartida; al demandante le incumbe probar que presentó la petición ante la autoridad respectiva; y a esta, que le dio respuesta. Así lo tiene dicho la jurisprudencia, que ha expresado que: 

…la violación de ese derecho puede dar lugar a la iniciación de una acción de tutela para cuya prosperidad se exigen dos extremos fácticos que han de cumplirse con rigor. Primero la existencia con fecha cierta de una solicitud dirigida a una autoridad, y segundo el transcurso del tiempo señalado en la ley sin que se haya dado una respuesta oportuna al solicitante. Así las cosas, para la prosperidad de la acción de tutela por violación del derecho de petición, el accionante debe acreditar dentro del proceso que elevó la correspondiente petición y, que la misma no fue contestada.

Por lo anterior, es pertinente agregar que si bien toda persona tiene derecho a elevar solicitudes respetuosas ante la administración o contra particulares, es requisito indispensable para obtener el fin perseguido con la acción de tutela, demostrar así sea de forma sumaria, que se presentó la petición. 

En este sentido, la Sentencia T - 997 de 2005, resaltó:    

La carga de la prueba en uno y otro momento del análisis corresponde a las partes enfrentadas: debe el solicitante aportar prueba en el sentido de que elevó la petición y de la fecha en la cual lo hizo, y la autoridad, por su parte, debe probar que respondió oportunamente. La prueba de la petición y de su fecha traslada a la entidad demandada la carga procesal de demostrar, para defenderse, que, al contrario de lo afirmado por el actor, la petición sí fue contestada, resolviendo de fondo y oportunamente. Pero si ante el juez no ha sido probada la presentación de la solicitud, mal puede ser condenada la autoridad destinataria de la misma, pues procesalmente no existe el presupuesto del cual se deduzca que, en tal evento, estaba en la obligación constitucional de responder.

En este orden, no basta por tanto que el accionante afirme que su derecho de petición se vulneró por no obtener respuesta. Es necesario respaldar dicha afirmación con elementos que permitan comprobar lo dicho, de modo que quien dice haber presentado una solicitud y no haber obtenido respuesta deberá presentar copia de la misma recibida por la autoridad o particular demandado o suministrar alguna información sobre las circunstancias de modo, tiempo y lugar que acompañaron la petición, a fin de que el juez pueda ordenar la verificación.
-

Y en ello descansa la impropiedad de la resolución de primera instancia, ya que si bien la accionante adujo que cumple con los requisitos necesarios y cursa estudios superiores, no arrimó ninguna prueba que acreditara haber formulado la solicitud de pago correspondiente, acompañada de los documentos necesarios, en especial, el de escolaridad respectivo, frente a la UGPP. El solo hecho de que esté vigente el acto administrativo que dispuso el reconocimiento pensional, carece de suficiencia para que se proceda al pago sin tener el soporte que la ley exige para dar vía libre a ese derecho, como lo pretende la accionante y lo entendió el Juzgado. 
Tan evidente es lo anterior que durante el trámite se informó que la interesada arrimó los certificados requeridos para el pago y este se materializó por el primer semestre del año 2015 y se proyectó para inclusión en nómina de mayo el correspondiente primer semestre año 2016, lo que deja entrever la carga a la que estaba obligada la demandante. 

De otra parte, se advierte una inconsistencia en la orden, pues se conminó dar respuesta a una funcionaria que, como se dejó ver en el auto por medio del cual se declaró la nulidad anunciada líneas atrás, no le correspondía tal actuar, porque atendiendo la específica solicitud de inclusión en nómina, la decisión correspondía a la funcionaria encargada de este aspecto.
En conclusión, no por breve y sumario que sea un trámite de este linaje, deben dejarse de lado exigencias y obligaciones propias que corresponde acreditar y cumplir a quien estima lesionado un derecho fundamental; en este caso, la petición de inclusión en nómina brilla por su ausencia y, por tanto, es inviable concluir que se vulneró. 

En consecuencia, se revocará la sentencia que se revisa, para en su lugar, negar el amparo impetrado. 

DECISIÓN

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Civil Familia, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, REVOCA la sentencia proferida el 10 de mayo de 2016, por el Juzgado Cuarto Civil del Circuito de esta ciudad, en esta acción de tutela promovida por Elizabeth Torres González contra la Subdirección de Determinación de Derechos Pensionales de la Unidad Administrativa Especial de Gestión Pensional y Contribuciones Parafiscales de la Protección Social UGPP, a la que fue vinculada la Subdirección de Nómina de Pensionados de la misma entidad.
En su lugar, se niega el amparo impetrado.

Notifíquese esta decisión a las partes por el medio más expedito.  

Si no es impugnada, remítase el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión. A su regreso, archívese la actuación. 
Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

  CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS
         DUBERNEY GRISALES HERRERA 

           Con ausencia justificada

       
� Sentencia T-1224 del 25 de octubre de 2001, M.P. Alfredo Beltrán Sierra.


� Sentencia T- 767 del 12 de agosto de 2004 M.P. Álvaro Tafur Galvis


� Sentencia T-489 de 2011
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